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Este proyecto tiene como objeto de estudio el rio Atrato, el cual está ubicado en el 
noroeste de Colombia, en el departamento del choco, su nacimiento es en la Cordillera 
Occidental de los Andes, exactamente en el cerro del plateado en el municipio del Carmen 
de Atrato, este afluente realiza un extenso recorrido de setecientos kilómetros 
aproximadamente, luego de su extenso recorrido termina o desemboca en el golfo de Urabá 
en el mar Caribe. Esta es una investigación socio - jurídica, porque no solo hace énfasis en 
el problema jurídico que atañe al rio Atrato, sino que también aborda una ciencia como la 
Sociología, ya que abarca las realidades sociales que afronta las comunidades asentadas en 
estas zonas rivereñas de este afluente. La presente investigación tiene una temporalidad de 
3 años del 2016 al 2019, tiempo estimado para presentar el presente artículo como opción 
de grado, basado en el cumplimiento a la sentencia T 622 de 2016, la Corte Constitucional 
de Colombia, reconoce como una entidad sujeta de derechos a la protección, conservación, 
mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las comunidades étnicas que habitan en 
estas riveras y que tienen su sustento en la misma. 
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ABSTRACT: 
This project aims to study the Atrato river, which is located in the northwest of 
Colombia, in the department of Choco, its birth is in the Western Cordillera of the Andes, 
exactly on the hill of silver in the municipality of Carmen de Atrato, this tributary makes an 
extensive journey of approximately seven hundred kilometers, after its extensive route ends 
or flows into the Gulf of Urabá in the Caribbean Sea. This is a socio-legal investigation, 
because it not only emphasizes the legal problem that concerns the Atrato River, but also 
addresses a science such as Sociology, since it encompasses the social realities facing 
communities settled in these riverside areas of this tributary. The present investigation has a 
temporality of 3 years from 2016 to 2019, estimated time to present this article as an option 
of degree, based on compliance with judgment T 622 of 2016, the Constitutional Court of 
Colombia, recognize as an entity subject to rights to protection, conservation, maintenance 
and restoration by the State and the ethnic communities that inhabit these rivers and have 
their livelihood in it. 
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INTRODUCCIÓN 
Los pobladores de las comunidades afrodescendientes e indígenas que habitan en las 
riveras del rio Atrato, en encuentran su sustento en esta cuenca hídrica a través de la pesca, 
además utilizan esté medio como transporte, permitiéndoles sacar sus productos y 
comercializarlos dentro y fuera del departamento. Desde mediados de los 90, a la zona 
arribaron personas foráneas en busca de un negocio millonario. Llegaron de Brasil, Perú, y 
de otras regiones de Colombia como Antioquia, a extraer el mineral de una nueva forma: se 
valen de retroexcavadoras y otro tipo de maquinaria para remover la tierra de las orillas y 
laderas, la cual es cubierta luego con inmensas cantidades de mercurio para obtener el 
metal, generando una deforestación inmensa que desde lo alto se puede observar el daño 
irreparable que  ha sufrido el rio de donde estas comunidades subsistían y se abastecían del  
líquido para su consumo;  sumado a esta práctica ilegal de la  minería criminal, la cual trajo 
consigo diferentes grupos al margen de la ley  que se acentuaron  en esa región,  generando  
masacres, desplazamiento forzado, secuestros,  entre otros delitos que atenta contra el 
derecho penal.  
A raíz de esta problemática y a la exigencia de la comunidad al estado, mediante 
sentencia T- 622 de 2016, la Corte Constitucional de Colombia, reconocer al río Atrato, su 
cuenca y afluentes como una entidad sujeto de derechos a la protección, conservación, 
mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las comunidades étnicas, conforme a lo 
señalado en la parte motiva de este proveído en los fundamentos 9.27 a 9.32.y en la misma 
providencia ordenar al Ministerio de Agricultura, al Ministerio de Interior, al Ministerio de 
Hacienda, al Departamento de Planeación Nacional, al Departamento para la Prosperidad 
Social, a las Gobernaciones de Chocó y Antioquia y a los municipios accionados  que de 
manera concertada con las comunidades étnicas accionantes, diseñen e implementen dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la notificación de esta providencia un plan de acción 
integral que permita recuperar las formas tradicionales de subsistencia y alimentación en el 
marco del concepto de etnodesarrollo que aseguren mínimos de seguridad alimentaria en la 
zona, que han dejado de realizarse por la contaminación de las aguas del río Atrato y por el 
desarrollo intensivo de la actividad minera ilegal y exhortar al Gobierno nacional, en 
cabeza del Presidente de la República, para que dé efectivo cumplimiento a las 
recomendaciones contenidas en la resolución 64 de 2014 y proceda a conformar en un 
período no superior a un (1) mes a partir de la notificación de esta providencia, la 
“Comisión Interinstitucional para el Chocó” que es la instancia diseñada por la resolución 
en comento, cuyo propósito es lograr una verificación y seguimiento a la ejecución de las 
recomendaciones allí contenidas para atender y dar solución a la grave crisis humanitaria, 
social y ambiental que enfrenta el departamento de Chocó. Para creadores del presente 
artículo, patearemos algunos mecanismos y estrategias a implementar que permitan la 
reparar los daños causados al rio Atrato, por la explotación ilegal de la minería.    
Con base a esto el objetivo principal del proyecto de investigación es proponer 
mecanismos idóneos para reparar los daños causados por la explotación de minería Ilegal a 
partir de la sentencia T622 de 2016, el cual sera resuelto a partir de los siguientes pasos I) 
Identificar las causas de los daños por la explotación de minería ilegal en el rio Atrato. II) 
Analizar la sentencia T622 respecto a la responsabilidad en preservación y reparación de los 
daños por la minería ilegal al rio Atrato como sujeto de derecho. III) Analizar qué 
mecanismos han implementado las instituciones encargadas de la protección del rio Atrato. 
Teniendo en cuenta todo lo anterior se plantea el siguiente proyecto de investigacion ¿Cuáles 
son los mecanismos idóneos para reparar los daños causados por la explotación de minería 




MATERIALES Y METODOS  
 
La presente investigación se realizará por medio de una investigación cualitativa, 
relacionada al mecanismo a implementar para reparar los daños causados por la explotación 
de minería ilegal en el rio Atrato a partir de la sentencia T622del 2016. Con base a lo 
anterior se procede a describir la clase de investigación y/o recolección de información que 
será aplicada para el desarrollo de este trabajo. 
Así mismo, la investigación se considera socio - jurídica, porque no solo hace énfasis en 
el problema jurídico que atañe al rio Atrato, sino que también aborda una ciencia como la 
Sociología, ya que abarca las realidades sociales que afronta las comunidades asentadas en 
estas zonas rivereñas de este afluente. Para la obtención de esta información, se realizó 
visitas a la Gobernación del Chocó, Alcaldía de Quibdó, Codechocó, Procuraduría 
departamental del Chocó, defensoría del Pueblo del departamento del Chocó Cocomacia;  
donde se les solicito  suministrar los avances obtenidos hasta la fecha, en procura de darle 
cumplimiento a la   sentencia T 622 de 2016, de la Corte Constitucional de Colombia, 
donde reconocer al rio Atrato, como una entidad sujeto de derechos a la protección, 
conservación, mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las comunidades étnicas 
que habitan en estas riveras y que tienen su sustento en la misma. 
 
Por último, esta investigación se desarrolló mediante |fuentes secundarias, producidas 
por los diferentes entes, encargados de darle cumplimiento a la sentencia T 622 de 2016, de 
la Corte Constitucional de Colombia.  Para esto se recolecto documentos, textos, actas, 
diapositivas, decretos, resoluciones, acción de tutelas, proyectos de sector salud, propuesta 
de proyecto de sector salud, sentencia T 622/2016, informe del sistema de monitoreo del rio 
Atrato y sus afluentes, revistas y folletos, plan de acción  de orden quinta, informe de 
segundo a las ordenes emitidas por la corte constitucional, documento de la comisión 
intersectorial para el departamento del choco, de las siguientes instituciones Ministerio de 
Ambiente, Ministerio de Salud, Procurado ruina Nacional, Defensoría del Pueblo,  
Codechocó, Gobernación del Chocó entre otras. 
 
MARCO DE REFERENCIA 
 
Marco teórico 
Dentro de los diferentes problemas que tiene el departamento del choco en materia 
ambiental, el que mayor problemas ha generado es la minería ilegal ya que todos los 
químicos utilizados para la extracción de los materiales preciosos perjudican notablemente 
los ecosistemas, debido a que los animales y las mismas plantas no logran sobrevivir a la 
toxicidad de estos, siendo esto un inconveniente al momento de la corte constitucional 
pronunciarse frente a que le rio Atrato es un sujeto de derechos, dado que es imposible para 
el gobierno poder garantizar la protección total de este. 
Por lo anterior, se desprenden puntos de vista diferentes frente a las decisiones de la alta 
corte porque en el contexto del departamento, la minería sea legal o ilegal genera gran parte 
de los empleos que permiten la supervivencia de muchas familias de la región. Así mismo, 
se ha visto evidenciada como lo explica el autor Juárez (2016) que realiza una comparación 
frente a la importancia que tiene este material precioso para la sostenibilidad del 
departamento, puesto que, como se explicaba anteriormente de la minería dependen las 
poblaciones. 
En complemento con lo anterior el gobierno a partir del Ministerio de Ambiente y 
desarrollo sostenible se han pronunciado para determinar que en el choco las constantes 
violaciones de las normas han generado unos daños ambientales grandísimos que se deben 
ir recuperando por medio de acciones que permitan no solo regenerar el ecosistema, sino 
que tiene que garantizar un nuevo medio de recolección de recursos para las comunidades 
que están basando su economía en la minería ilegal.  
Es por esto que las altas cortes se han pronunciado en un fallo tan controversial dentro 
del país, que fue otorgarle derechos a un rio. No obstante, el ministro de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible Luis Gilberto Murillo, explica que esta posición de la corte es un 
alivio que se le está otorgando al departamento del choco para poder salvar la cuenca 
hídrica más relevante que tiene no solo para Choco sino también para todo el país 
Es así como por medio de directrices de la corte, se empieza a responsabilizar a cada una 
de las entidades responsables de velar por el cuidado del medio ambiente, teniendo que 
crear unos comités técnicos que permitieran buscar la mitigación del daño ambiental, la 
reparación y descontaminación del mismo. Las temáticas que definen los comités se 
relacionan con: descontaminación del río, que está liderada por el Ministerio de Ambiente; 
seguridad alimentaria, en cabeza del Ministerio de Hacienda; erradicación de la extracción 
ilícita de minerales, liderada por el Ministerio de Defensa y la realización de estudios 
toxicológicos y epidemiológicos, que será encabezada por el Ministerio de Salud.  
La Comisión está compuesta por Minambiente, de acuerdo con los lineamientos de la 
Presidencia de la República y por otro guardián proveniente de las comunidades étnicas 
accionantes. Estos dos conforman la comisión de guardianes, que es la encargada de 
hacerle seguimiento a todas las órdenes de la Sentencia y de entregar los informes a la 
Corte Constitucional y a la Procuraduría. Así mismo para que se pudieran cumplir con 
todas los reglamentos y las necesidades del rio Atrato, el gobierno designo un representante 
legal que tiene como fin velar por el cumplimiento de las directrices dadas por las altas 
cortes para la protección del mismo, siendo esto uno de los hitos más grandes ya que tiene 
una representación por parte del pueblo indígena y otra por parte de Estado. 
 
Marco normativo  
 
Para el desarrollo de esta investigación, se contó con la información más reciente, 
elaborada por la Procuraduría General de la Nación, Contraloría General de la República,  
Defensoría del Pueblo, Gobernación del Chocó, entre otras entidades encargadas de  
implementar los mecanismos que permitan reparar los daños causados por la explotación de 
minería ilegal en el rio Atrato,   a partir de la sentencia T622 del 2016. Para eso se hizo 
necesario contar con más de 25 registros documentales relacionados con las acciones 
implementas para la preservación y reparación de los daños ocasionados al rio Atrato, 
ocasionado por la minería ilegal.  
 
• Sentencia 
T-622 de (2016)  
que reconoce al rio Atrato como sujeto de derecho. 
RECONOCER al rio Atrato, como una entidad sujeto de 
derechos a la protección, conservación, mantenimiento y 
restauración a cargo del Estado y las comunidades 
étnicas, conforme a lo señalado en la parte motiva de 
este proveído en los fundamentos 9.27 a 9.32.  
• Decreto 
Nro. 1148 del 5 de 
Julio de 2017. 
“por el cual se designa al representante de los 
derechos del rio Atrato en cumplimiento de la Sentencia 
de T-622 de 2016 de la Corte Constitucional. El 
presidente de la Republica de Colombia, decreta 
“designar como representante legal de los derechos del 
rio Atrato, su cuenca y afluente al Ministerio de 
Ambiente  y Desarrollo Sostenible, de conformidad con 
lo ordenado en el ordinal cuanto de la parte resolutiva de 
la Sentencia T-622 de 2016 de la Corte Constitucional.  
• Resolución 
0115 del 26 de enero 





 “Por medio del cual se asignan funciones al interior 
del ministerio de ambiente  y Desarrollo Sostenible a 
efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en la 
Sentencia T-622 de 2016” en la parte resolutiva en el 
artículo cuarto dispuso   RECONOCER al rio Atrato, su 
cuenca y afluentes como una entidad sujeto de derecho a 
la protección, conservación, mantenimiento y 
restauración a cargo del Estado y las comunidades 
étnica, conforme a lo señalado en la parte motiva de este 
proveído en los fundamentos p.27 a9.32. 
• Decreto 
número 749 del 2 de 
mayo de 2018.  
“por el cual crea la comisión Intersectorial para el 
Departamento del Chocó” donde se decreta en el artículo 
2, el objetivo de “la comisión Intersectorial tendrá por 
objeto coordinar y articular las acciones de las diferentes 
entidades del Gobierno nacional que permitan Focalizar 
esfuerzos orientados a fortalecer y solucionar las 
deficiencias que se tienen para superar la situación 
humanitaria, social, económica y ambiental que enfrenta 
el Departamento del Chocó en el corto, mediano y largo 
plazo.  
• Sentencia 
t-622 de 2016 
Protocolo elaborado por entidades del sector salud 
para dar respuesta a lo establecido por la Sentencia t-622 
de 2016. “Evaluación del grado de contaminación por 
mercurio y otras sustancias toxicas y su afectación en la 
salubridad humana en las poblaciones de la cuenca del 
rio Atrato, como consecuencia de las actividades de 
minería”. 
• sentencia 
T 622 de 2016 – 
orden 8 
Propuesta “Proyecto sectores salud y ambiente para 
dar respuesta a la sentencia T 622 de 2016 – orden 8”. 
Ordenar al Ministerio de ambiente, al ministerio de 
Salud y al Instituto nacional de Salud, a Codechoco y a 
Corpouraba – con el apoyo y la supervisión del instituto 
Humboldt, las Universidades de Antioquia y Cartagena, 
el instituto de investigación Ambientales del pacifico y 
WWF Colombia – que  realice estudios toxicológicos y 
epidemiológicos del rio Atrato, sus afluentes y 
Comunidades, los cuales no puede tardar más de tres (3) 
Meses en dar inicio ni exceder de nueve (9) meses  para 
su culminación, a partir de la notificación de la presente 
providencia, en los que se determine el grado de 
contaminación por mercurio y otras sustancias toxicas y 
la afectación en la salud humana de las poblaciones, 
consecuencias de las actividades de minería que usan 
estas sustancias.  
• Sentencia 
T-622 de 2016 
Estructura Organizacional Sentencia T-622 de 2016. 
“el MADS diseño una estructura organizacional para dar 
respuesta de manera articulada a la misma, que 
comprende un equipo asesor, una comisión de 
guardianes, un comité interinstitucional y cinco comité 
Técnicos”. Comisión de guardianes (MADS-CC) – 
Comité Interinstitucional – descontaminación de fuentes 
hídricas del Chocó. – Extracción ilícita de Minerales  - 
Comunidad y Salud Ambiental (Estudios Toxicológicos 
y epidemiológicos) – Seguridad y soberanía alimentaria  
minagricultura – Acompañamiento Financiero de 
Minhancienda  y DNP. 
• Sentencia 
T-622 de 2016 
• Primer Informe de seguimiento a las 
órdenes emitidas por la Corte Constitucional en la 
Sentencia T-622 de 2016 por parte de la 
Procuraduría General de la Nación, la Contraloría 
General de la República y la Defensoría del Pueblo.  
Bogotá D.C. 5 de diciembre de 2017, presentado por 
el Dr. GILBERTO AUGUSTO BLANCO ZUÑIGA 






2014, Ley 1450 de 
2011, en su artículo 
1064 
• Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014, 
Ley 1450 de 2011, en su artículo 1064, señala: 
“CONTROL A LA EXPLOTACIÓN ILÍCITA DE 
MINERALES; A partir de la vigencia de la presente 
ley, se prohíbe en todo el territorio nacional, la 
utilización de dragas, minidragas, retroexcavadoras y 
demás equipos mecánicos en las actividades mineras 
sin título minero inscrito en el Registro Minero 
Nacional. El incumplimiento de esta prohibición, 
además de la acción penal correspondiente y sin 
perjuicio de otras medidas sancionatorias, dará lugar 
al decomiso de dichos bienes y a la imposición de 
una multa hasta de mil salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, que impondrá la autoridad 
policiva correspondiente. El Gobierno Nacional 
reglamentará la materia (…)”. 
• Decisión 
774 de 2012 de la 
Comunidad Andina 
• Decisión 774 de 2012 de la Comunidad 
Andina: conformado por los países de la Región 
Andina; Perú, Bolivia, Ecuador y Colombia y bajo la 
normativa del 30 de julio de 2012 de la CAN, 
estableció y adoptó la “Política Andina de Lucha 
contra la Minería Ilegal”, donde se han desarrollado 
algunas medidas de control, enmarcados en 
principios de seguridad; para la prevención, lucha y 
control de todos los actos que atenten contra la 
seguridad de los Países Miembros y de la subregión 
generados por la minería ilegal, dentro de una 
concepción democrática y no ofensiva de la 
seguridad externa y promoviendo la condiciones 
necesarias para que la población pueda gozar 
libremente y en igualdad de oportunidades del 
ejercicio de sus derechos. 
• Decreto 
2235 de 2012. 
• Decreto 2235 de 2012. Se refiere a la 
ejecución de la medida de destrucción de maquinaria 
pesada que este siendo utilizada en la exploración y 
explotación de minerales sin el correspondiente título 
minero inscrito en el Registro Minero Nacional. La 
Policía Nacional es la Autoridad Competente para 
ejecutar dicha acción. Decreto 723 del 10 de abril de 
2014. Por el cual se establecen medidas para regular, 
registrar y controlar la importación y movilización de 
la maquinaria clasificable en las subpartidas 
8429.11.00.00, 8429.19.00.00, 
8429.51.00.008429.52.00.00, 8429.59.00.00, 
8431.41.00.00, 8431.42.00.00 y se dictan otras 
disposiciones. 
• Ley 1658 
DE 2013 
• Ley 1658 DE 2013, “Por medio de la cual 
se establecen disposiciones para la comercialización 
y el uso de mercurio en las diferentes actividades 
industriales del país, se fijan requisitos e incentivos 
para su reducción y eliminación y se dictan otras 
disposiciones.” 
• Decreto 
480 del 06 de marzo 
de 2014 
• Decreto 480 del 06 de marzo de 2014; 
#Por el cual se reglamenta las condiciones y 
requisitos para la celebración y ejecución de los 
subcontratos de formalización minera”, Este Decreto 
se encuentra incluido en el Decreto Único del Sector 
Administrativo de Minas y Energía, 1073 de 2015. 
• Resolución 
91267 del 18 de 
noviembre de 2014 
• Resolución 91267 del 18 de noviembre de 
2014; (Glosario Minero) Por la cual se reglamenta la 
definición de explotador a pequeña escala o pequeño 
minero que será objeto de los subcontratos de 
Formalización Minera”. 
• Ley 1753 
del 9 de junio de 
2015 
• Ley 1753 del 9 de junio de 2015, por la 
cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-
2018 "TODOS POR UN NUEVO PAIS" define las 
Estrategias Transversales y Objetivos del Plan de 
Inversiones, y contempla al sector Minero-
Energético como uno de los componentes de la 
estrategia de Competitividad e infraestructura.  
 
RESULTADOS   
 
Identificar las causas de los daños por la explotación de minería ilegal en el rio 
Atrato. 
 
El rio Atrato nace en los farallones de Citara, cerro del plateado, sobre una cota de 
3700m, en el municipio del Carmen de Atrato, en el departamento del Chocó, con una 
longitud de 750 km, de ellos 508 km son navegables, y con 150 ríos afluentes y 3.000 
quebradas, el Atrato es uno de los Rios más caudaloso del mundo. Actualmente existen 26 
municipios entre el Choco y Antioquia, que tienen jurisdicción en la cuenca del rio Atrato, 
con una proyección poblacional en el 2018 de alrededor de 644.000 habitantes según  
DANE (2018) Estos municipios son (Turbo, Quibdó,  urrao, medio atrato, rio sucio, istmina 
dabeiba mutata, cañas gordas, frontino, unguia,  el Carmen de atrato, lloro, atrato, certegui, 
bojaya, unión panamericana, acandi, rio quito, el canton de san pablo, uramita, bagado, 
Carmen del darien, vigía del fuerte, murindo y abriaqui) Uno de los grandes males por el q. 
e atraviesa el majestuoso rio Atrato, en la minería ilegal:  
La minería en Chocó muestra muchas caras, algunas de desilusión y otras de 
esperanza. Pero hay una sola situación verdadera: el 90 por ciento de las actividades 
extractivas realizadas en el departamento, en medio de una de las selvas más 
valiosas del mundo, es ilegal. Aquí la naturaleza se destruye, pero, lo peor, esa 
devastación no representa progreso. Corporación Autónoma Regional para el 
Desarrollo Sostenible del Chocó - CODECHOCO (2018) 
En Colombia la actividad de la extracción minera es legítima, pero para esto se requiere 
un permiso concedido por las autoridades competente, para poder ejercer este derecho el 
cual debe ser amigable con el medio ambiente… sin embargo en el departamento del Chocó 
en los últimos años ha tomado un rumbo inusual y tan poco regulado. Utilizando 
maquinarias a grandes escalas y de muy alta capacidad como  retroexcavadoras, buldóceres 
y las dragas, las cuales utilizan para romper  los bosques, el suelo, abriendo enormes 
huecos, remueven la tierra para la extracción del metal precioso, ocasionando daños 
irreparables, no solo a los bosques por la deforestación, si no la contaminación de las 
cuencas de los afluentes y quebradas,  por el vertimiento de diferentes sustancias químicas 
que utilizan para la separación de los minerales de la mena, como son el cianuro, mercurio, 
ácido sulfúrico, ácido nítrico, nitrato de amonio, petróleo combustible, uranio y plomo, los 
cuales van directamente al rio Atrato,  y según un reciente estudio de la Universidad 
Javeriana, decenas de especies de peces de agua dulce de la zona, que consumen los 
pobladores, están contaminadas con sustancias tóxicas usadas en el funcionamiento de 
dichos aparatos, además los ríos son turbios, no tienen casi pesca, están sedimentados (son 
poco profundos y propensos a desbordamientos), sus orillas están erosionadas y su curso se 
ha transformado tanto que amenaza con llevarse caseríos enteros. Según Codechocó (2018) 
el año pasado había 54 dragas trabajando en la explotación aurífera en todo el 
departamento, 184 por ciento más en relación con el número que había en el 2012. En el 
2014, afirma esta corporación, pueden estar activas mínimo 35, estratégicamente 
distribuidas y sin permiso en los alrededores de Quibdó, ya no solo por el río Quito: 
también están destruyendo las orillas del Cabí y el Alto Andágueda, dos afluentes del 
Atrato, el río más caudaloso de Colombia. 
No obstante, se trata de cifras cuestionadas, pues según la comunidad serían por lo 
menos 200 entables mineros acondicionados con esos equipos. Por la intervención de 
dragas o retroexcavadoras, según datos recopilados por la Defensoría del Pueblo, los ríos 
Atrato, San Juan, Andágueda, Apartadó, Bebará, Bebaramá, Quito y Dagua han sido 
contaminados y sus cauces desviados. El río Cabí también está afectado por vertimientos de 
tóxicos, algo que resulta alarmante porque con las aguas de ese caudal se surte el acueducto 
de Quibdó lo que significa una amenaza para la salud de 150.000 habitantes, un tercio de la 
población total de Chocó, porque, ante la falta de saneamiento y acueductos, la comunidad 
usa el agua de esos afluentes para tomarla y bañarse y lavar la ropa y los utensilios de 
cocina. 
Por la exposición continua a esta contaminación, ya hay síntomas y enfermedades: tos 
persistente, diarrea, fiebre, aumento de la tensión arterial, edemas pulmonares, dermatitis e, 
incluso, incidencia de abortos espontáneos y malformaciones genéticas, informa la 
Defensoría del Pueblo. Sumado a esto, en estas zonas donde se realiza estas actividades y 
tienen sus asentamientos  mineros,  hacen presencias disidencias de las Farc y el Eln y de 
bandas delictivas como ‘los Rastrojos’ y el ‘clan Úsuga’, generando  diferentes delitos 
como homicidios, secuestro, extorsiones, desaparición forzadas, desplazamientos forzados, 
prostitución etc.   
 
Analizar la sentencia T622 respecto a la responsabilidad en preservación y 
reparación de los daños por la minería ilegal al rio Atrato como sujeto de derecho. 
 
A consecuencia de la contaminación de la cuenca del rio a trato, afluentes y quebradas,  
las comunidades étnicas que habitan en la rivera de este majestuoso rio,  ubicado en el 
Departamento del Chocó – Colombia,  de donde sus pobladores encuentran gran parte de su 
sustento y economía, no solo de la pesca, la agricultura,  sino también del barequeo y la 
minería artesanal,  que por tiempos antaño han venido desarrollado,  y que gracias a estas 
actividades contaminantes producidas por la explotación minera ilegal,  pueden llegar a 
tener impactos directos sobre la salud de las personas y adicionalmente, otra clase de 
impactos indirectos sobre el bienestar humano, como la disminución de productos del 
bosque que afecta el balance alimentario y medicinal, y puede producir cambios en las 
prácticas tradicionales, usos y costumbres de las comunidades étnicas asociados a la 
biodiversidad; es por ellos que se vieron en la necesidad y como medio preventivo para la 
conservación y protección, de emprender unas series de acciones jurídicas, enmarcadas en 
el ámbito Local, Nacional e Internacional.  
Debido a lo anterior, la Corte Constitucional mediante la sentencia T-622 de 2016, 
reconoce al río Atrato como sujeto de derechos, con miras a garantizar su conservación y 
protección;  resolviendo en su artículo tercero de esta sentencia, declarar:  
“la existencia de una grave vulneración de los derechos fundamentales a la vida, 
a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y 
al territorio de las comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato y sus 
afluentes, imputable a las entidades del Estado colombiano accionadas por su 
conducta omisiva al no proveer una respuesta institucional idónea, articulada, 
coordinada y efectiva para enfrentar los múltiples problemas históricos, 
socioculturales, ambientales y humanitarios que aquejan a la región y que en los 
últimos años se han visto agravados por la realización de actividades intensivas de 
minería ilegal.”  
Adicionalmente, este plan incluirá una serie de indicadores claros que permitan medir su 
eficacia y deberá diseñarse y ejecutarse de manera concertada con los pobladores de la 
zona, así como garantizar la participación de las comunidades étnicas que allí se asientan en 
el marco del Convenio 169 de la OIT. 
Para ello, le ordena al Gobierno Nacional elegir un representante legal de los derechos 
del río, y mediante el decreto 1148 de 2017 el Presidente de la República designó al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible como representante legal. Adicionalmente, 
ordena la conformación de una comisión de guardianes comprendida por un representante 
del Gobierno Nacional y uno de las comunidades; éstas últimas, en un proceso autónomo, 
escogieron a 14 representantes de 7 organizaciones comunitarias y conformaron un cuerpo 
colegiado de guardianes, el cual actuará como el representante de las comunidades; y el 
Ministerio de Ambiente actuará como el otro representante de la comisión de guardianes.  
Esta sentencia histórica declara a un río como sujeto de derechos y tiene un componente 
de participación que es de suma importancia, pues ordena la construcción de diferentes 
planes de acción en conjunto con las comunidades para resolver la crisis humanitaria, social 
y ambiental que presenta el río Atrato, sus afluentes y sus comunidades.  
Los planes de acción están encaminados a la eliminación de la extracción ilícita de 
minerales, la realización de estudios epidemiológicos y toxicológicos, el diseño e 
implementación de un plan de seguridad alimentaria y la descontaminación de las fuentes 
hídricas afectadas por el mercurio y otras sustancias tóxicas. El diseño y construcción de 
estos planes de acción debe hacerse de manera conjunta con otras entidades, que ordena la 
Corte dentro de la Sentencia, como Presidencia de la República, el Ministerio de Defensa, 
Salud, Agricultura, Hacienda, Minas, Ambiente, DNP, DPS, Corpourabá, Codechocó, las 
gobernaciones y alcaldías que hacen parte de la cuenca, y las demás entidades que tengan 
conocimiento científico y técnico en relación con el proceso de recuperación del río.  
 
Analizar qué mecanismos han implementado las instituciones encargadas de la 
protección del rio Atrato 
 
El Ministerio de Ambiente y las demás entidades han venido desarrollando una serie de 
acciones para cumplir con las órdenes de la Sentencia. A continuación se ilustrara, algunas 
de las actividades más importantes que hasta la fecha las instituciones encargadas de 
restablecer el rio Atrato han desarrollado.      
El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2018) representante legal de los 
derechos del río Atrato, sostuvo la primera reunión con el Comité de seguimiento de la 
sentencia T-622 de 2016, encabezado por la Procuraduría General de la Nación y la 
Defensoría del Pueblo, para presentar los avances que se vienen realizando para el 
cumplimiento de las órdenes de la Corte. 
Entre los temas abordados en la sesión, se debatió la forma de participación efectiva de 
las comunidades, a fin de garantizar el trabajo conjunto y armonizado con las poblaciones 
que habitan las riberas del principal afluente del Chocó. 
Jairton Díez, director de Gestión Integral del Recurso Hídrico del Ministerio de 
Ambiente, indicó que para la construcción del plan de acción se garantizará la participación 
de las comunidades, para lo cual es fundamental el acompañamiento de la Procuraduría 
General de la Nación y el Ministerio del Interior. 
Como resultado de la reunión Minambiente se comprometió en la realización de 
reuniones periódicas con las gobernaciones del Chocó y Antioquia y las alcaldías de los 
municipios del área de influencia del río, con el fin de presentar los avances de los comités 
técnicos, los cuales están enfocados -en el caso del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible- en la estructuración del plan para descontaminar la cuenca del río Atrato y sus 
afluentes, los territorios ribereños, para recuperar sus ecosistemas y evitar daños 
adicionales al ambiente en la región. 
El Director reiteró el liderazgo y compromiso que viene adelantando en su calidad de 
Guardián del Río el ministro de Ambiente, Luis Gilberto Murillo, conforme a la 
designación del presidente de la República, Juan Manuel Santos. 
La Sentencia T-622 de 2016 que declara al río Atrato como sujeto de derechos, el 
Gobierno Nacional le presentó a la Procuraduría, Contraloría, Defensoría, al Tribunal de 
Administrativo de Cundinamarca y a la Corte Constitucional, el primer informe de avances 
en el cumplimiento. “Mediante el decreto 1148 fuimos designados como representante legal 
de los derechos del Atrato y en ese sentido hemos venido haciendo una tarea de articulación 
con todas las entidades que tienen órdenes en la Sentencia, para que cada una cumpla con 
su tarea. Tenemos la enorme responsabilidad de recuperar el río y la hemos asumido con 
altura y liderazgo”, dijo Norman Moreno, coordinador de la Sentencia por parte del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
La cartera ambiental está llevando a cabo una tarea de articulación y por eso se creó el 
comité interinstitucional y cinco comités técnicos en temas como descontaminación, salud, 
seguridad alimentaria y minería, para discutir lineamientos, involucrando a las 
comunidades. Ya hemos venido trabajando y haciendo los planes de acción respectivos, que 
permitan la acción integral sobre la zona. Así como lo explica moreno en Ministerio de 
salud y protección social (2018) “Cada vez estamos incorporando de manera gradual y 
continua a los entes territoriales porque este es un trabajo del orden nacional y regional”, 
enfatizó el coordinador. También hemos venido trabajando en la constitución de la 
comisión de guardianes, conformada por un cuerpo colegiado en cabeza de las 
comunidades, y por el Ministerio de Ambiente” Con los guardianes de las comunidades 
uno de los objetivos es concertar una metodología de trabajo en conjunto, a fin de 
garantizar mayor participación de comunidades en la Sentencia. Ministerio de salud y 
protección social (2018)  
El Ministerio, que es quien lidera la orden del plan de descontaminación y deforestación, 
también ha realizado una serie de avances con respecto a su orden. La más importante es la 
realización de un convenio con el IIAP (Instituto de Investigaciones Ambientales del 
Pacífico) para estructurar ese plan de acción y diversas reuniones y mesas de trabajo con 
Codechocó, Gobernación y comunidades, con miras a entregar el diseño del plan. “Todas 
las entidades estamos cumpliendo con las órdenes y en ese marco, desarrollando acciones 
desde todos los frentes. Estamos cumpliendo con los plazos y estamos actuando de manera 
articulada y participativa para lograr recuperar nuestro río Atrato”, detalló Moreno, 
Ministerio de salud y protección social (2018) 
En el marco del cumplimiento de la sentencia T-622, que declara al río Atrato como 
sujeto de derechos, se sostuvo una reunión de alto nivel con las entidades que encabezan el 
cumplimiento de la orden octava, que se refiere a los estudios epidemiológicos y 
toxicológicos y que ordena la construcción de una línea base de indicadores en la zona 
hidrográfica Atrato-Darién. 
Los ministerios de Ambiente, Salud, Instituto Nacional de Salud, Codechocó y 
Corpourabá, como responsables de la orden, se reunieron para “presentar un protocolo con 
las especificaciones relacionadas con la realización de los estudios epidemiológicos y 
toxicológicos y además el sector ambiente presentó los indicadores ambientales”, explicó 
Willer Guevara, viceministro de políticas y normalización ambiental del Ministerio de 
Ambiente. 
En la mesa de trabajo se presentó un documento conjunto de los indicadores ambientales 
de calidad y de contaminación de acuerdo al Estudio Nacional del Agua, y se plantea el uso 
de un indicador forestal a partir de la tasa de deforestación, y la medición puntual de 
metales pesados como mercurio, arsénico y plomo que están asociados a la actividad 
minera. 
En esta reunión estuvieron presentes los supervisores de la orden tal como ordena la 
sentencia, que son el Instituto Humboldt, WWF y el IIAP. “Esperamos que estas entidades 
nos den sus apreciaciones al protocolo que se diseñó para luego poder presentarlo a las 
comunidades para que hagan sus observaciones”, Ministerio de salud y protección social 
(2018). 
En Quibdó el Ministro de Ambiente, Luis Gilberto Murillo, en su calidad de guardián 
del río Atrato, se reunió con el cuerpo colegiado de guardianes, conformado por 14 
representantes de las comunidades, para avanzar en los compromisos de la sentencia T-622, 
que declara al río Atrato como sujeto de derechos. 
 “Revisamos en qué estamos en el cumplimiento de la sentencia, mirando los esquemas 
institucionales que se deben establecer, revisando la resolución que va a formalizar la 
comisión de guardianes del Atrato, que esperamos firmar la próxima semana. Fue una 
reunión constructiva, estamos en buen ambiente y con toda la voluntad de seguir trabajando 
para poder recuperar el río Atrato”, Ministerio de salud y protección social (2018). 
Adicionalmente, durante esta semana, representantes del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible se reunieron con entes territoriales del departamento para discutir el 
plan de acción del río Atrato en el marco de las líneas estratégicas y hacer aportes a su 
construcción. 
Además, fue el primer espacio de reunión de todo el gobierno con el cuerpo colegiado 
de guardianes para presentar las líneas de acción y concertar otros espacios de trabajo en el 
marco de las órdenes de la sentencia; también asistieron los organismos de control que son 
observadores del proceso: Procuraduría, Contraloría y Defensoría del Pueblo. La sentencia 
T-622 reconoció al río Atrato como sujeto de derechos, con miras a garantizar su 
conservación y protección, y es la segunda vez en el mundo que se le da tal reconocimiento 
a un río.  
En el foro "Soy Atrato, soy sujeto de derechos", el ministro de Ambiente, Luis Gilberto 
Murillo, hizo un balance de las acciones que se han realizado y que contribuyen al 
cumplimiento de la sentencia T-622, que declara al río Atrato como sujeto de derechos. 
Dentro de los avances de la sentencia, figuran acciones como la creación de la Comisión 
Intersectorial para el Chocó; la creación de la Comisión de Guardianes del río Atrato; la 
construcción de diferentes planes de acción como la descontaminación de fuentes hídricas y 
la erradicación de la extracción ilícita de minerales; la prohibición de la minería en el río 
Quito; la disminución de la deforestación en el Chocó y en la cuenca del río Atrato; además 
se articularon acciones con diferentes entidades y con las comunidades. 
La sentencia ordena la construcción de diferentes planes de acción: descontaminación de 
fuentes hídricas, que está bajo el liderazgo del Ministerio de Ambiente; erradicación de la 
extracción ilícita de minerales, en cabeza del Ministerio de Defensa; plan de seguridad 
alimentaria, que le corresponde a Minagricultura; y estudios epidemiológicos y 
toxicológicos, del Ministerio de Salud. Para el Ministro de Ambiente lo más importante es 
que se está dejando todo un esquema listo, fortaleciendo a todos los guardianes y se van a 
invertir recursos para su capacitación. Ya se presentó el plan de descontaminación del río 
Atrato y una vez se revise por los expertos y guardianes, quedaría listo para su 
implementación.  
Para la definición del plan de descontaminación se firmó un convenio con el Instituto de 
Investigaciones Ambientales del Pacifico (IIAP), con el fin de aunar esfuerzos técnicos, 
administrativos y financieros para la construcción del plan de acción. Además, se han 
realizado mesas de trabajo con CODECHOCÓ, el IIAP, CORPOURABÁ y las 
gobernaciones, con el fin de realizar un diagnóstico para la identificación de la 
problemática del río Atrato y poder definir acciones conjuntas de trabajo. 
Además, se han articulado acciones y se ha solicitado información técnica a diferentes 
entidades como Mindefensa, Ministerio de Relaciones Exteriores, ANM, Humboldt, 
IDEAM, WWF, Aguas del Atrato y Comunidades accionantes. 
Junto con las comunidades, se han identificado las principales problemáticas como la 
deforestación y minería ilegal. Gracias a medidas, como la suspensión de la minería en río 
Quito se ha logrado disminuir la deforestación en el Chocó y en la cuenca del río Atrato. 
Además, se mencionó al programa Visión Pacífico Sostenible, proyectos de restauración de 
áreas que han sido degradadas y se ha avanzado con proyectos REDD que son de 
reforestación o conservación de algunas áreas de bosque donde las comunidades reciben 
recursos directamente. 
El jefe de la cartera ambiental señaló que se requiere la colaboración de la comunidad en 
temas como manejo de residuos y es necesario aumentar la conciencia y educación 
ambiental. Por su parte, Ingrid Asprilla, guardiana del río, acotó que: 
"ser guardiana del río tiene un significado muy grande, son cosas que no 
podemos expresar, sino que las sentimos y realmente las personas que vivimos en el 
río Atrato somos guardianas desde que nacemos. La sentencia nos ha dado el 
reconocimiento como guardianes". Ministerio de salud y protección social (2018) 
Para garantizar la articulación, el Ministerio de Ambiente fue designado como 
representante legal de los derechos del río Atrato y ha venido liderando acciones con las 
diferentes entidades relacionadas con esta sentencia. También se le dieron funciones a las 
dependencias del Ministerio para que apoyen esta importante labor. 
 
Entidades ambientales se reúnen para iniciar construcción del plan de 
descontaminación del río Atrato 
El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, junto con el IIAP y Codechocó, 
instalaron el Comité Técnico para la Descontaminación del río Atrato, que es una de las 
órdenes de la Sentencia de la Corte Constitucional que declara a este río como sujeto de 
derechos, y que además está en cabeza del Ministerio de Ambiente. Como lo explica 
moreno en Ministerio de salud y protección social (2018) 
Se instaló el comité técnico para escuchar propuestas de lo que vamos a hacer, la 
ruta de trabajo que vamos a seguir para el cumplimiento de esta orden tan 
importante. En próximas reuniones, que acordaron realizar cada quince días, van a 
convocar a las otras entidades regionales y locales que hacen parte de la orden y a 
las comunidades que son la base de esta Sentencia. Ministerio de salud y protección 
social (2018) 
En la sesión de trabajo se discutieron diversos temas referentes al comité de 
descontaminación y otros asuntos como seguridad alimentaria, erradicación de la 
extracción ilícita de minerales o estudios toxicológicos, que están liderados por otras 
entidades. Asi mismo, La Presidencia de la República designó al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible como representante legal de los derechos del río Atrato, y junto con 
representantes de las comunidades, conforman la comisión de guardianes, que es la 
encargada de hacerle seguimiento a todas las órdenes de la Sentencia y de entregar los 
informes a la Corte Constitucional y a la Procuraduría. 
En la jornada también hizo presencia Jairton Díez Díaz, director de Gestión Integral del 
Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, quien acompañó la 
instalación del comité técnico para la descontaminación del río Atrato y en el marco del 
mismo resaltó la importancia en el cumplimiento de la orden quinta de la sentencia y cómo 
la calidad del recurso hídrico juega un papel fundamental en los procesos de recuperación 
ambiental de la cuenca del río Atrato. 
 
CONCLUSIONES  
- La sentencia T622 de 2016 permea la construcción de planes de acción que permiten la 
descontaminación de la fuente hídrica principal del departamento, bajo el liderazgo del 
Ministerio de Ambiente, se incluyen en dicho plan las estrategias de erradicación de la 
extracción ilícita de minerales, acompañados por el Ministerio de Defensa; plan de 
seguridad alimentaria, que le corresponde a Minagricultura; y estudios epidemiológicos y 
toxicológicos, del Ministerio de Salud. Esto como plan completo de descontaminación del 
Rio Atrato. 
- La articulación de acciones para la identificación de las principales problemáticas del 
departamento ha conglomerado a entidades como Mindefensa, Ministerio de Relaciones 
Exteriores, ANM, Humboldt, IDEAM, WWF, Aguas del Atrato y Comunidades 
accionantes, junto con las comunidades, logrando consigo plantear estrategias de acción 
como la debida supervisión de procesos, para la mitigación del daño causado por dos 
problemáticas principales, la minería ilegal y la deforestación. 
- El programa de Visión Pacífico Sostenible, es uno de los proyectos de reparación y 
restauración de áreas afectadas por la deforestación y la minería, el medio ambiente cuenta 
ahora con la colaboración participativa de la comunidad para el manejo de residuos, 
aumento de conciencia en el manejo de los mismos y educación ambiental para la 
protección de los bosques y el Río Atrato. 
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